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Rivera Marchand, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico a 15 de diciembre de 2021. 

Comparece ante nos, la señora Gladys Torres Rosario (en 

adelante, “recurrente”), y solicita la revocación de la Resolución 

emitida por la Junta de Síndicos de la Administración de los 

Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura 

(Junta o foro recurrido) el 21 de julio de 2021, y notificada el 6 de 

agosto de 2021.1 Mediante esta, la Junta confirmó la determinación 

de la Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados del 

Gobierno y la Judicatura (Administración) de no concederle a la 

peticionaria los beneficios de una pensión por incapacidad 

ocupacional y no ocupacional, al amparo de la Ley Núm. 447 del 15 

de mayo de 1951, según enmendada, 3 LPRA sec. 761, et seq.  

Adelantamos que por los fundamentos que expondremos a 

continuación, procede confirmar el dictamen recurrido.   

 

 

 

 
1 Véase Apéndice XVIII del recurso en las págs. 75-100.  
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I 

  Según surge del expediente del recurso ante nos, la recurrente 

laboraba como Oficinista I en el Departamento de Justicia (en 

adelante, “Departamento”) desde el 2 de septiembres de 1988. Su 

primera aportación al sistema de retiro fue realizada el 1 de 

noviembre de 1990. Así las cosas, expuso que al tiempo comenzó a 

padecer de ciertas condiciones de salud.2 Por ello, el 8 de agosto de 

2011, radicó ante la Administración una solicitud de retiro por 

incapacidad ocupacional y/o no ocupacional, la cual fue denegada 

posteriormente.3  

   En reacción a ello, el 1 de mayo de 2013, presentó un escrito 

de apelación ante la Junta, y ponderado los méritos de la revisión 

solicitada, el foro recurrido ordenó a la Administración reevaluar el 

caso. Tras realizar la segunda evaluación del caso, la Administración 

sostuvo su determinación inicial. Inconforme, el 28 de septiembre 

de 2016, la recurrente presentó nuevamente un recurso de 

apelación ante el foro recurrido.  

  Luego de varios trámites procesales, los cuales consideramos 

innecesarios pormenorizar, el 25 de junio de 2019, (fecha que 

coincidió con el señalamiento de la conferencia con antelación a la 

vista), la recurrente presentó una Moción Informativa para Status de 

Conference.4 En esta, informó que presentaría evidencia sobre su 

 
2 Según el Apéndice I del recurso en las págs. 3-5. La recurrente presentó una 

certificación mediante la cual indicó que el 13 de marzo de 2000 sintió tensión, 

dolor en el cuello, espalda, cintura, corrimiento de frío en la cabeza, cansancio en 

la parte de los hombros y como consecuencia sufrió strain cérvico lumbar, HNP 

C3-C4 y Disc Protusion L3-L4, L5-S1 y le fue compensado según la Ley del 
Sistema de Compensaciones por Accidentes del Trabajo por la Corporación del 

Fondo del Seguro del Estado. Presentó una segunda certificación en la que 

informó que el 9 de octubre de 2003 archivando sintió dolor en el cuello, hombros, 

ambos brazos, el pecho con dolor constante; sufrió strain cervical y strain en 

ambos hombros y le fue compensado según la Ley del Sistema de Compensaciones 
por Accidentes del Trabajo por la Corporación del Fondo del Seguro del Estado. 

Presentó una tercera certificación en la que indicó que el 15 de octubre de 2010 

sintió fuerte dolor en el cuello hasta la cabeza en la espalda, dolor en ambos 

brazos y adormecimiento en el área de la cintura, cuello, hombros, que la hacen 

sentir deprimida y sufrió strain lumbo sacrat y strain cervical y le fue compensado 

según la Ley del Sistema de Compensaciones por Accidentes del Trabajo por la 
Corporación del Fondo del Seguro del Estado.   
3 Véase el Apéndice I del recurso en las págs. 1-13.  
4 Véase el Apéndice II del recurso en las págs. 14-18.  
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padecimiento de Parkinson y condición emocional. Expuso que 

dichas condiciones no fueron consideradas por la Administración, 

toda vez que surgieron con posterioridad a su solicitud inicial. Ante 

ello, el 2 de julio de 2019, la Administración presentó una Moción 

Informativa,5 en la cual notificó que consideraría la prueba de la 

enfermedad de Parkinson por ser esta una enfermedad degenerativa 

y progresiva. En vista de lo anterior, la agencia concedió varias 

prórrogas a la recurrente, desde el 23 de julio de 2019, para 

presentar evidencia sobre su condición emocional y sobre su 

padecimiento de Parkinson.6  

  Así las cosas, el 28 de mayo de 2020, la recurrente presentó 

una Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria para que se Aprueben 

los Beneficios de Inmediato con la Evidencia Disponible en el 

Expediente.7 Mediante esta, arguyó que existía suficiente evidencia 

médica en el expediente para determinar que cumplía con los 

requisitos para obtener una pensión por incapacidad ocupacional y 

no ocupacional. De la misma forma, adujo que tanto la Corporación 

del Fondo del Seguro del Estado (CFSE), como la Comisión 

Industrial y la Administración del Seguro Social, la habían 

concedido los beneficios por incapacidad. De otra parte, en igual 

fecha, por conducto de Servicios Legales de Puerto Rico, Inc. solicitó 

los beneficios de retiro por edad y años de servicio.8 

 
5 Véase el Apéndice III del recurso en las págs. 19-20.  
6 Véase el Apéndice IV del recurso en las págs. 21-28. Cabe señalar que durante 

este periodo la Junta autorizó, mediante Orden emitida el 15 de enero de 2020, 
una nueva representación legal de la recurrente y concedió una prórroga 

solicitada por éste.  
7 Véase el Apéndice IX del recurso en las págs. 29-39. Con dicho escrito se 

anejaron los siguientes documentos: 1) Certificación del 23 de agosto de 2011; 2) 

Certificación del 31 de mayo de 2019; 3) Certificación del 12 de junio de 2019; 4) 
Informe de evaluación psiquiátrica del Dr. J.A. Mojica Sandoz; 5) Historia Socio 

Psiquiátrico del 24 de mayo de 2011; 6) Decisión Institucional de la CFSE, Región 

de Arecibo, del 23 de agosto de 2013; 7) Resolución del 24 de octubre de 2019 de 

la Comisión Industrial; 8) Certificación de la Dra. Diana de la Paz; 9) Notas del 

Fisiatra Israel Avilés Hernández; 10) Notas de Progreso y la Vista Inicial del Dr. 

Ángel E. Loyola Pérez; 11) Certificación de la Dra. Ineabel Ramos Ruiz; 12) 
Certificación del Dr. Ferdinand Arce; y 13) Certificación Médica de la Dra. Annette 

Martínez Padilla.       
8 Véase Apéndice págs. 40-41. 
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  Ahora bien, y por motivo de la pandemia del COVID-19, la 

agencia recurrida emitió una notificación conforme lo establecido en 

la Orden Ejecutiva Número 2020-023 de la Gobernadora de Puerto 

Rico, y canceló las vistas administrativas.9 No obstante y luego de 

varios trámites procesales, y a petición de la recurrente, el caso 

quedó sometido ante el foro recurrido para su adjudicación con la 

prueba contenida en el expediente.10  

Evaluada la solicitud por la vía sumaria, la Junta autorizó la 

pensión por años de servicios y edad11, y posteriormente, el foro 

recurrido emitió la Resolución recurrida mediante la cual denegó la 

solicitud de incapacidad ocupacional y/o incapacidad no 

ocupacional, confirmando así el dictamen de la Administración.12 

Razonó que, de conformidad con los Códigos Médicos del Manual 

para la Evaluación de Incapacidad de la Administración de los 

Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura, 

Reglamento 6719 del 7 de noviembre de 2003 (Manual), la 

recurrente no tenía derecho a los beneficios solicitados. Por el 

contrario, concluyó que dichas condiciones no le impedían a la 

recurrente llevar a cabo a las funciones de su empleo u cualquier 

otro empleo de igual remuneración.13 En cuanto a la enfermedad de 

Parkinson, determinó que la recurrente no presentó prueba de 

rigidez significativa o temblor en las extremidades que resultan en 

un trastorno sostenido de los movimientos diestros u ordinarios o 

de la marcha o postura.  Con relación a la condición emocional de 

la recurrente, determinó que la prueba del expediente descarta ideas 

suicidas o homicidas. Además, resaltó que, en el caso de la 

 
9 Véase el Apéndice XI del recurso en las pág. 42. 
10 Véase el Apéndice XV del recurso en las págs. 69-70.  
11 Véase el Apéndice pág. 71. 
12 Véase el Apéndice XVIII del recurso en las págs. 75-100.  
13 Entre las condiciones evaluadas se encuentran las siguientes: 1) Strain cervical 

y Lumbo Sacral; 2) HNP L5-S1; 3) CTS bilateral; 4) Strain cérvico lumbar; 5) HNP 
C3-4; 6) Disc protrusion L3-4, L5-S1; 7) Strain cervical y ambos hombros; 8) 

Diabetes Mellitus; 9) Cervicalgia crónica; 10) Condición emocional; 11) 

Enfermedad de Parkinson; 12) Tremor; y 13) Deficiencia de Vitamina C.  
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recurrente, no existía prueba de que esta haya recibido tratamiento 

intensivo como hospitalizaciones psiquiátricas. En particular 

determinó que no existía prueba de perdida motora o sensorial y 

que, a pesar de que la recurrente sufría de dolores, estos no eran 

del nivel de severidad requerido por el Manual.  

  Inconforme, la recurrente presentó ante nos el recurso de 

epígrafe y señaló la comisión de los siguientes señalamientos de 

error:  

Erró la Honorable Junta de Síndicos de la 

Administración de los Sistemas de Retiro de los 
Empleados del Gobierno y la Judicatura, al evaluar de 
forma individual las condiciones que evidencian la 

incapacidad ocupacional y la incapacidad no 
ocupacional que están en controversia sobre la 
concesión de los beneficios de pensión ocupacional a la 

parte recurrente.    
 

Erró la Honorable Junta de Síndicos de la 
Administración de los Sistemas de Retiro de los 
Empleados del Gobierno y la Judicatura, al evaluar los 

“listings” de incapacidad y denegar los beneficios de la 
pensión ocupacional y no ocupacional, al no tomar en 
cuenta la evidencia que fue anunciada en la Moción en 

Solicitud de Sentencia Sumaria para que Aprueben los 
Beneficios de Inmediato con la Evidencia Disponible en 

el Expediente, con Anejos, Radicada el 28 de mayo de 
2020.  
 

Erró la Honorable Junta de Síndicos de la 
Administración de los Sistemas de Retiro de los 

Empleados del Gobierno y la Judicatura, al dilatarse de 
forma excesiva en adjudicar, la controversia sobre la 
concesión de los beneficios de pensión ocupacional y/o 

no ocupacional a la parte recurrente, conforme a la Ley 
de Procedimiento Administrativo Uniforme, 3.13G, 3 
LPRA sec. 9653 (2017), sec. 3.14, 3 LPRA sec. 9654 

(2020).  
 

  En cumplimiento de nuestras resoluciones emitidas el 9 de 

septiembre de 2021 y el 12 de octubre de 2021, la Administración, 

presentó el 27 de octubre de 2021, un Memorando en Oposición a 

que se Expida Recurso de Revisión Judicial. 14  Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes procedemos a expresarnos.   

 
14 Cabe señalar que la recurrente instó una moción en la que solicitó prórroga 

para replicar el memorando en oposición de la parte recurrida y verificar el 

expediente. El Reglamento del Tribunal de Apelaciones no contempla la 

presentación de escritos ulteriores por lo que procede el desglose de la Moción de 
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II 

A. Revisión de Decisiones Administrativas 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm.  38-2017, 3 LPRA secc. 9601-

9713, (LPAUG), tuvo el propósito de uniformar los procedimientos 

administrativos ante las agencias. De esta forma, la precitada ley 

estableció un cuerpo de reglas mínimas para gobernar los procesos 

de adjudicación y reglamentación en la administración pública. SLG 

Saldaña-Saldaña v. Junta, 201 DPR 615 (2018). 

La Sección 4.1 de la LPAUG, dispone que las decisiones 

administrativas finales pueden ser revisadas por el Tribunal de 

Apelaciones. 3 LPRA sec. 9671. La finalidad de esta disposición es 

delimitar la discreción de los organismos administrativos para 

asegurar que estos ejerzan sus funciones conforme a la ley y de 

forma razonable. Capó Cruz v. Jta. Planificación et al., 204 DPR 581 

(2020), Empresas Ferrer, Inc. v. A.R.P.E., 172 DPR 254, 264 (2007).  

Sabido es que las decisiones de los organismos 

administrativos están revestidas de una presunción de regularidad 

y corrección. OCS v. CODEPOLA, 202 DPR 842, 852 (2019).15 Esto 

debido a que, mediante esta norma "reconocemos el expertise del 

que gozan los organismos administrativos en aquellas materias que 

le han sido delegadas por ley". Íd. a la pág. 853.16  

Cónsono con lo anterior, la sección 4.5 de la LPAUG establece 

que los tribunales deben sostener las determinaciones de hechos de 

las agencias si están basadas en evidencia sustancial que obra en el 

expediente administrativo. Como vemos, la norma anterior nunca 

ha pretendido ser absoluta. Por eso, el Tribunal Supremo ha 

resuelto con igual firmeza que los tribunales no podemos imprimirle 

 
Prórroga Para Verificar el Expediente y Replicar el Memorando en Oposición A Que 
se Expida Recurso de Revisión Judicial según presentada. 
15 Citando a Mun. de San Juan v. CRIM, 178 DPR 163, 175 (2010).   
16 Citando a OCS v. Universal, 187 DPR 164, 178 (2012); The Sembler Co. v. Mun. 
de Carolina, 185 DPR 800 (2012).   
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un sello de corrección, so pretexto de deferencia, a las 

determinaciones o interpretaciones administrativas irrazonables, 

ilegales, o simplemente, contrarias a derecho. Super Asphalt 

Pavement Corp. v. Autoridad para el Financiamiento de la 

Infraestructura de Puerto Rico, A&M Group, 2021 TSPR 45 resuelto 

30 de marzo de 2021; Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, 202 

DPR 117, 127 (2019).17  

Sin embargo, la citada Sección 4.5 de la LPAUG, supra, 

dispone que "[l]as conclusiones de derecho serán revisables en todos 

sus aspectos por el tribunal".  Aun así, se sustituirá el criterio de la 

agencia cuando no se pueda hallar fundamento racional que 

explique o justifique el dictamen administrativo. Rolón Martínez v. 

Supte. Policía, 201 DPR 26, 36-37 (2018).18 Por ende, “los tribunales 

deben darle peso y deferencia a las interpretaciones que la agencia 

realice de aquellas leyes particulares que administra”. Íd.19 Lo 

anterior responde a la vasta experiencia y conocimiento 

especializado que tienen las agencias sobre los asuntos que le son 

encomendados. González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 

(2013).20 Por consiguiente, dado a la presunción de corrección y 

regularidad que reviste a las determinaciones de hecho elaboradas 

por las agencias administrativas, éstas deben ser respetadas 

mientras la parte que las impugne no produzca evidencia suficiente 

para derrotarlas. Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, supra.  

Al revisar las decisiones de las agencias, el criterio rector que 

debe guiar a los tribunales es la razonabilidad de la actuación, 

aunque ésta no tiene que ser la única o la más razonable. Vargas 

Serrano v. Inst. Correccional, 198 DPR 230, 237 (2017). Por lo tanto, 

 
17 Citando a IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 746 (2012); 

Empresas Ferrer v. A.R.P.E., 172 DPR 254, 264 (2007).   
18 Citando a Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 941 (2010).    
19 Citando a Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 657 (2016).   
20 Citando a Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 614 (2006); Vélez 
v. A.R.P.E., 167 DPR 684, 693 (2006).   
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si al momento de examinar un dictamen administrativo se 

determina que: (1) la decisión administrativa no está basada en 

evidencia sustancial; (2) la agencia erró en la aplicación de la ley; (3) 

el organismo administrativo actuó de manera irrazonable, arbitraria 

o ilegalmente; o (4) su actuación lesiona derechos constitucionales 

fundamentales, entonces la deferencia hacia los procedimientos 

administrativos cede. Empresas Ferrer, Inc. v. A.R.P.E., supra, pág. 

264.  

 De otra parte, como regla general los casos sometidos a un 

proceso adjudicativo ante una agencia deben ser resueltos por esta 

dentro de un término de seis (6) meses desde su radicación, salvo 

circunstancias excepcionales. 3 LPRA sec. 9653. De la misma forma, 

nuestro Tribunal Supremo ha expuesto que este término es uno de 

cumplimiento estricto.  J. Exam. Tec. Med. v. Elias et al., 144 DPR 

483, 494-95 (1997). Por ello, dicho término puede ser extendido por 

las partes o por circunstancias excepcionales. Id. Se considera que 

una agencia ha resuelto un caso cuando ha emitido una decisión 

final. Id en la pág. 494. Mediante el referido estatuto la Asamblea 

Legislativa pretendió proveerles celeridad a los procedimientos 

adjudicativos de las agencias, ya que, usualmente estaban plagados 

de dilaciones excesivas. Como se sabe, este recurso extraordinario 

se utiliza para obligar el cumplimiento de un deber ministerial 

cuando no se cuenta con otro remedio legal para exigir 

cumplimiento. Id. en la pág. 495.  

  Las partes afectadas por la lentitud de una agencia 

administrativa no están desprovistas de remedio alguno. 

Precisamente, nuestro máximo foro ha plasmado que para asegurar 

que las agencias cumplan con la letra de la ley, el remedio judicial 

que tiene disponible una parte cuando una agencia no resuelve un 

caso dentro del término establecido por la L.P.A.U. es la 
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presentación de un mandamus en el Tribunal de Circuito de 

Apelaciones. Id.  

B. Ley 447-1951  

 De conformidad con la Ley 447-1951, supra, “[t]odo 

participante que, como resultado de una incapacidad que se origine 

por causa del empleo y surja en el curso del mismo, quedare 

incapacitado para el servicio, tendrá derecho a recibir una 

anualidad por incapacidad ocupacional, siempre que: (a) Se 

recibiere suficiente prueba médica en cuanto a la incapacidad 

mental o física del participante conforme a los criterios normalmente 

aceptados en el área de la compensación por incapacidad que 

mediante reglamento fije el Administrador; (b) El participante o el 

patrono, de acuerdo con los reglamentos de la Junta, notifique al 

Administrador con respecto a dicha incapacidad. (c) Que el Fondo 

del Seguro del Estado determine que el accidente o enfermedad 

provino de cualquier función del trabajo o que sea inherentemente 

relacionado al trabajo o empleo.” 3 LPRA sec. 769. No obstante, lo 

anterior, no se debe interpretar que cualquier incapacidad es 

suficiente para hacer que un participante sea merecedor de una 

pensión. Véase, Sánchez v. A.S.R.E.G.J., 116 DPR 372 (1985). 

Nuestro Tribunal Supremo dispone que “no podemos pensar en una 

leve incapacidad que, si bien constituye alguna limitación funcional 

de la persona, no le inhabilita para seguir sirviendo eficientemente 

al Pueblo de Puerto Rico. La incapacidad que obligue al retiro del 

empleado con derecho a la anualidad que autoriza este artículo debe 

ser de tal naturaleza que le inhabilite para desempeñar las funciones 

de su empleo y de cualquier otro empleo remunerativo.” Id. en la 

pág. 376. En cuanto a la anualidad por incapacidad no ocupacional 

la Ley 447-1951, supra, dispone que “[t]odo participante que, 

teniendo por lo menos 10 años de servicios acreditados, se 

inhabilitare para el servicio, debido a un estado mental o físico y que 
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por razón de ese estado estuviere incapacitado para cumplir los 

deberes de cualquier cargo que en el servicio del patrono se le 

hubiere asignado, tendrá derecho a una anualidad por incapacidad 

no ocupacional.” 3 LPRA sec. 770.  

  Por otro lado, para fines de las incapacidades antes 

mencionadas, se considera que un participante está incapacitado 

“cuando la incapacidad esté sustentada con suficiente prueba 

médica conforme a los criterios que mediante reglamento fije el 

Administrador y dicha prueba revele que el participante está 

imposibilitado para cumplir los deberes de cualquier cargo que en 

el servicio del patrono se le hubiere asignado.” 3 LPRA sec. 771.  

  De otra parte, ante la evaluación de una solicitud de pensión 

por incapacidad, procede además que la agencia recurrida evalúe 

las disposiciones establecidas en el Reglamento de Concesión de 

Pensiones por Incapacidad a los Participantes de los Sistemas de 

Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura, así como, los 

Códigos Médicos contenidos en el Manual Para la Evaluación de 

Incapacidad de la Administración de los Sistemas de Retiro de los 

Empleados de Gobierno y la Judicatura. De conformidad con lo 

anterior, el Manual dispone el grado de severidad y hallazgos 

médicos requeridos para determinar si existen las condiciones 

físicas y/o mentales que, por su naturaleza, resultan 

incapacitantes.  

III   

  Debido a que los dos primeros errores están relacionados, los 

discutiremos en conjunto. 

  Hemos revisado cuidadosamente el expediente ante nos, y 

surge que las condiciones de la recurrente no solo fueron evaluadas 

de manera individual, sino que fueron analizadas de manera 

conjunta. Aun así, el foro recurrido determinó que dichas 

condiciones no cumplían con el nivel de severidad requerido por el 
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Manual. El foro administrativo determinó -con el peritaje que 

ostenta- que los padecimientos de la recurrente no eran de tal 

naturaleza que le impidieran realizar las funciones de su empleo u 

otro empleo similar. Dicha determinación se hizo ponderando los 

códigos médicos contenidos en el Manual y evaluada la totalidad de 

la prueba que obra en el expediente administrativo. Al examinar 

detenidamente los planteamientos presentados, entendemos que, 

en ausencia de arbitrariedad o error en la determinación de hechos 

y la aplicación de la ley, no procede intervenir con la apreciación 

pericial del foro recurrido, por lo que, en su consecuencia, 

concluimos que la recurrente no nos ha puesto para así hacerlo.  De 

esta forma, siendo la referida determinación una conforme a 

derecho, razonable y basada en el expediente, le debemos deferencia 

al foro recurrido. 

  Con relación a la tardanza imputada como error, colegimos 

que el foro recurrido atendió los señalamientos de la recurrente. De 

nuestro examen del expediente surge que el trámite se extendió en 

parte, porque el foro recurrido devolvió el caso para que la 

Administración efectuara una reevaluación a los méritos de la 

solicitud originalmente interpuesta. Es de notar que la agencia 

recurrida, también autorizó varias prórrogas, según le fueron 

solicitadas por la recurrente. Además, el foro administrativo notificó 

múltiples determinaciones interlocutorias provocadas por varias 

mociones instadas por la recurrente.  Añádase a ello, que el término 

transcurrido también se vio afectado por la suspensión de las vistas 

adjudicativas a causa de la pandemia del COVID-19.  No obstante, 

lo anterior y de haber entendido la recurrente que el foro recurrido 

tardaba de forma irrazonable en adjudicar las controversias ante su 

consideración, ésta tenía disponible, según la normativa antes 

expuesta, el recurso extraordinario de mandamus, y no lo encauzó.  

Conforme la normativa antes expuesta, colegimos que el hecho que 
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el foro recurrido haya resuelto el caso de marras posterior al término 

de cumplimiento estricto permitido, no invalida el dictamen 

recurrido.  

IV 

  Por los fundamentos que anteceden, confirmamos el 

dictamen recurrido.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                                     

 
   Lcda. Lilia M. Oquendo Solís     

                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


